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Evste artículo analiza procesos de interacción entre la participación ciudada
na y la rendición de cuentas por parte de instituciones oficiales. Evidentemen

te, cada uno de estos factores influye en el otro, pero ¿cómo?' Este interrogante,

de índole conceptual, se abordará aquí realizando un análisis institucional de
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dilemas que surgieron con la implementación de una política social mexicana

que intentó abatir la pobreza con inversiones focalizadas en infraestructura so

cial a través de gobiernos municipales rurales durante los años noventa. Esta
estrategia tuvo el respaldo de dos grandes préstamos del Banco Mundial.

La discusión empieza revisando algunos retos que suelen enfrentar los go
biernos nirales locales. Después, prosigue ponderando la tensión que a menu

do se presenta entre la autonomía municipal y la rendición institucional de

cuentas. La siguiente sección analiza las relaciones entre los gobiernos rurales

locales y el capital social, factor clave para que la participación ciudadana sea

efectiva. La última sección ofrece una serie de planteamientos más generales

sobre los retos institucionales que enfrentan la participación ciudadana y la

rendición de cuentas en los fondos municipales nirales, enmarcándolos en un

contexto institucional más amplio, cuyo eje está formado por las relaciones

que establecen los diferentes niveles de gobierno (federal, estatal y local) y la

manera como aquéllas iniluycn en el modo en que los gobiernos rurales loca

les puedan convertirse, o no, en espacios propicios para encauzar estrategias

participativas de combate a la pobreza.-

- En términos metodológicos, este estudio parte de una investigación que generó su propia base de da
tos con una cobertura representativa de los municipios rurales del estado de Oa-xaca (Díaz .Montes y Aran-
da, 1995; Fo.x y Aranda, 1996a; 1996b). Esta primera invcstigaeión produjo vari.as conclmsiuncs respecto al
funeionamicnto institucional del programa en un estado, que se convirtieron en una serie de hipótesis res
pecto a las diversas realidades en otros estados. Dichos hipótesis son retomadas aquí en un contexto más

amplio, actualizando el análisis institucional en el caso de Oaxaca por un lado, y extendiendo su propuesta
analítica a otros tres estados rurales sujetos a las mism.is ¡xdíticas piíblicas (en este caso los fondos munici
pales). Además, algunos cambios en las leyes federales afectaron el funcionamiento de estas políticas públi
cas durante el periodo posterior al estudio empírico original. L.a aplicación de las hipótesis a los tres estadas
adicionales tiene en cuenta los cambios en las principales variables propuestas por el estudio empírico ori
ginal, sobre todo la densidad del capital social horizontal, las relaciones de poder entre cabeceras municipa
les y agencias, y las relaciones de pmler entre los municipios y los gobiernos estatales. A diferencia del es
tudio y actualización del análisis de la ex|>cr¡cncia oaxaqucña, las reflexiones sobre las difcrcnciiLS en los
otros tres estados .se basan en los resultados de otros investigadores, que ban trabajado más con estsus varia
bles en los estados referidos. No obstante, la plena comprob.ación de las aseveraciones sobre las e.xpericn-
cias de los otros tres estados necesitaría de estudios con bases de ilatos originales del mismo grado de reprc-
seiuatividad que los que logramos obtener para Oaxaca. Después de la comparación interestatal, el análisis
termina con una .serie de planteamientos sobre las relaciones de poder entre los diversos actores e instan
cias de gobierno que participan en los fondos municipales. Estos planteamientos no pretenden ser conclu
siones finales de repre.sentatividnd uncinnal, sino (|ue reflejan la extensión lógica de los hallazgos en cuatro
estados que sí reprc.seiitan las realidades de los estados m.ls rurales c indígenas. Por c.so son mils bien pro-
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EL CASO DE LOS FONDOS MUNICIPALES RURALES

DE MÉXICO FlN,\NCIADOS POR EL B^VNCO MUNDIAL

Dos de los préstamos más grandes que el Banco ha destinado en los últimos

años para programas de desarrollo social en México han estado destinados prí-

mordiolmente a gobiernos rurales locales y han tenido como objetivo apoyar,

a manera de contrapartida externa, a los Fondos Municipales, un programa ofi

cial de financiamiento de iniciativas locales para el desarrollo comunitario. El
primer préstamo (por 350 millones de dólares para el periodo 1991-1994) se
denominó Descentralización y Desarrollo Regional 1 (üdrI) y se destinó a cuatro
de los estados más pobres de México; del presupuesto total del préstamo, un
44% se asignó a los Fondos Municipales —mucho más de lo esperado—. Desde
un principio, los Fondos Municipales habían sido considerados un elemento
clave del Programa Nacional de Solidaridad (1989-1994) y, durante la adminis
tración del presidente Zedillo, fueron reforzados en el marco del "Nuevo Fede

ralismo".^ El siguiente préstamo, llamado Descentralización y Desarrollo Re

gional 2 (500 millones de dólares para el periodo 1995-1999), tuvo una
cobertura geográfica mayor que el primero, pues incluyó a un total de ocho es

tados con altos índices de pobreza, y le dio aún más importancia a ios Fondos

Municipales (que recibieron aproximadamente 70% del préstamo en 1995).^
Ambos préstamos fueron piezas clave de la estrategia social que el Banco Mun

dial emprendió en México para abatir los niveles de pobreza, que se focalizó

pueiiia.« de hipótesis que podrdii impuUnr debates y eMudloa postcrion» sobre los factores iiutituclonalcs
más relevantes para entender los complejas relaciones entre la democrntizaclóit y la dcaccntrnliaoclón en
esos estados. Analíticamente, el objetivo de esta cumhlnacióii heterodoxa de enfo(|Ucs mctodalólticcw es añ-
nar nuc.stra capacidad p.ira cnieitder la relación recíproca entre la Incidencia de autores civiles, por un lado,
y el funcionamiento real de lae diversos mecanismos liuiiluclonnies que pudieren promover b rendición de
cuentas de los gobiernos locales, por el otro.

El Programa Nacional de Solidaridad fue un programa de fondos de inversión socInJ muy publlcludo
que prumnWa la participación de comunidades y la "corresponsabllidad" entre ósias y el Estado, pero no pre
veía b intcrvonclón significativa de los dnu (a dlíetviicin de la mayoría de los fondos sociales en «ros pal-
sus). Para una mayor discusión sobre el tema, vóose (luniellus, Cralg y Fox (1994).

* Oetailcs sobre el i>ur2 están disponibles en World tlank (1994o), un documento poco conocido pero
oncblnMme piibllco, según bs normas oficiules del Banco Mundial napccto a transpsrencb. Scdesol tradu
jo el documento pan su uso Interno.
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geográficamente en los estados más pobres.^ En principio, se trataba de forta

lecer tanto a las gobiernos de los estados que realizan proyectos de infraestruc

tura en zonas rurales (agua potable y de vías de comunicación) como a los go

biernos municipales. En ambos casos, las evaluaciones realizadas por el Banco

consideraron que las inversiones sociales municipales fueron mucho más exi

tosas que las estatales.

El presente análisis considera que estas experiencias arrojan aprendizajes

sobre cómo diversas estmcturas y relaciones institucionales inHuyen en la par

ticipación ciudadana, en la rendición pública de cuentas, así como en la cana

lización de las inversiones sociales para abatir la pobreza. Este autor coordinó

un estudio de campo sobre el funcionamiento de los Fondos Municipales rura

les en el estado de Oaxaca en 1992-1994, conjuntamente con Josefina Aranda

y con el apoyo del Grupo de Aprendizaje sobre Desarrollo Participativo del
Banco (Participatory Development Leaming Group).'' Lo que se encontró fue

bastante positivo, tanto en términos de la participación social en la toma de de

cisiones .sobre las inversiones municipales como en términos de la repercusión

social de los proyectos. Seleccionamos una muestra representativa de los mu

nicipios rurales de Oaxaca (de los .570 en el estado) y encontramos que la par

ticipación comunitaria había sido amplia y que, además, había contribuido de

manera significativa en el efecto de las inversiones sociales. Por ejemplo, en
contramos que en 58% de los casos estudiados, las instancias de participación

comunitaria habían tomado decisiones clave en los proyectos realizados.

Conviene advertir que, puesto que la estructura de los gobiernos locales va

ría mucho entre estados, los hallazgos oaxaqueños no pueden extrapolarse di

rectamente a experiencias semejantes en otras entidades federativas. Aun así,

para entender las experiencias de localidades rurales de otros estados, creemos

' Durante- la primera mitad de la década de ios noventa, creció el peso relativo de inversiones sociales
y ambientales dentro de la cartera de préstamos del Banco Mundial en Mé.xica, llegando a casi la mitad, ten
dencia que se revirtió durante el gobierno de Zedillo. Para detalles, véase Fi« (2000b).

■■ Este estudio se entregó al Banco y a la Secretaría de Desarrollo Social en septiembre de 1994, y como
condición de los autores, fue publicado en 1996 en México y en Estados Unidos (Fox y Aranda, 1996a;
1996b). El trabajo de campo y la divulgación de los hallazgos en O.xxaca se realizaron gracias a apoyos fi
nancieros otorgados por la Fundación Ford al Instituto de Investigación Social de la Universidad Autónoma
de Oaxaca "Benito Ju.-írez". Véase Díaz Montes y Aranda (1995). El producto final del trabajo del Grupo de
Aprendi'/,ijo sobre Desarrollo Participativo del Banco se publicó como World Bank (1996).
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que el estudio logró identificar las variables fundamentales que muy posible

mente dan forma a los procesos de participación ciudadana y kacen que la in

versión social destinada a combatir la pobreza tenga un efecto social positivo.

El presente análisis se basa en tales hallazgos, así como en la evaluación que el

Banco Mundial realizó del ddk2 en 1997, cuando este proyecto se encontraba

a medio camino, y en entrevistas posteriores que se realizaron a líderes cívi

cos locales oaxnqucños, a funcionarios estatales y federales, a funcionarios del

mismo Banco y a analistas de las políticas públicas oaxaqueñas.

Entre las conclusiones más importantes para entender las determinantes

institucionales de los diversos grados de rendición de cuentas de los gobiernos

municipales rurales, encontramos que la principal variable era la relación de

poder entre las cabeceras municipales y sus diversas comunidades "submuni-

cipales". Comprobamos una realidad institucional rural siempre bien conocida

por los antropólogos, pero no tanto por los poÜtólogos. Resulta que el municipio

no es la instancia más local del gobierno mexicano, sino que está situada por
encima de una gran diversidad de instancias de gobierno submunicipal (agen

cias, delegaciones, comisarías, etcétera).

En la mayoría de los municipios rurales en Oaxaca, como en muchos otros

estados, la mayoría de los ciudadanos viven en comunidades afuera de la cabe

cera. Su capacidad para ser representados ante las autoridades municipales, y
para llamar a una rendición de cuentas, depende principalmente de su capacidad
de nombrar a sus propias autoridades submunicipales (en Oaxaca llamadas

"agentes municipales"). La causa principal del éxito relativo del desempeño de

los fondos municipales en Oaxaca era que la gran mayoría de las agencias mu

nicipales conservaron un grado significativo de autonomía frente a las cabeceras,

lo que les permitió reclamar en el caso de no recibir los (pocos) recursos so
ciales que le.s correspondían (Fox y Aranda, 1996a; 1996b). Ahora bien, en la
mayor parte de las zonas rurales del país, los agentes municipales son nombrados
"desde arriba" por los presidentes municipales. De hecho, en algunos estados se
llaman "delegados", los cuales representan al alcalde ante la población y no vice

versa.' E.sta variable de autogobierno submunicipal es determinada por una

' Espccltlcamcnic. pnra los usuidos que rvpori.-imn sus procvUimIvntos formnlw du scivccidn de niiiu-
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combinación de factores —principalmente, desde arriba, las leyes de los go

biernos estatales al respecto, y desde abajo, las relaciones informales de poder

entre comunidades y cabeceras—. Por eso, su análisis requiere un enfoque que

se extiende desde las relaciones de poder intracomunitarias c íntercomunita-

rías y las formas de gobierno municipal hasta el ámbito estatal, y por eso, este

articulo termina con una serie de propuestas más generales que son infonna-

das por esta visión institucional transversal.

EL PROCESO DE DESCENTRALIZACIÓN DE LAS INVERSIONES

DE COMBATE A LA POBREZA HACIA LOS GOBIERNOS RUR/SLES

LOCALES: ¿SABEMOS QUÉ FUNCIONA V QUÉ NO?

En buena parte, la creciente insistencia del Banco en adoptar un enfoque des-
centralizador hacia la política social, la participación y la gobemabilidad se
funda en que tos gobiernos rurales locales deben jugar un papel más central en

dichos procesos. Sin embargo, la mayoría de la evidencia empírica sobre las
ventajas de la descentralización proviene de experiencias urbanas. Sabemos

relativamente poco acerca de los alcances y de las limitaciones de los propios

gobiernos rurales locales, así como de su capacidad para llenar los vacíos que

ha dejado la reestructuración de la política social del gobierno federal.'* Más

aún, en el ámbito internacional, la descentralización de los programas de com

bate a la pobreza rural desde el gobierno central hacia los estados y localida

des todavía está en una fa.se experimental. Las condiciones institucionales es

pecíficas, en las que las agencias internacionales pueden realmente contribuir

a elevar la capacidad de los gobiernos locales rurales en materia de efectividad.

ridadcs «ubtnunicipnivs al Consejo Nacional de DeMirrolio .Municipal en 19%, sólo en 7 csindua fueron de
udos por kn ciudadanos. En H estados fueron nombrados por el prc.Mdcnic municipal y A estados tuvieron
sUiemas mixtos (Fox y Aronda, 199r>s. cuadro A 2, p. 6H).
' Mientras que muchos se refieren al 'retiro" del (¡obiemo federal de ios prolilamas sociales rurales, en

la prdcilaa, el ftoblemo federal ha reejKrtKtKrnifu nids hien el vanlvier y el dnibiiode sus Intervenciones (e^.
Pra^sa, el programa de transfereitclos dirigido hacia bmillas rurales individuales; Procede, que promueve

Is escrituración IndiviJuai en tierras ejklales. y Procampo, que cnircga pagos directos v Indlviilualas pan
compensar los desajustes del comercio Iniemadona! agricola). Sobre b 'cerrcgubcita* de los Insinnnenioa
de intervención del Estado mexicano en el dcsorrolb rural, vóanse Fot (1995) y Sityder (1999).
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participación y rendición de cuentas, aún no se han podido establecer con

exactitud.''

Al rc.spccto, lo.s analistas que han abordado el tema del desempeño del sec

tor público están señalando, cada vez más, la importancia de dos tactores in-

terdcpendientes. Para que haya rendición de cuentas y transparencia en orga

nismos públicos que, a su vez, son clave para la eficacia de dicho sector, resulta

fundamental —sostienen— que se involucren y participen actores de la socie
dad civil, los cuales ejercen esta función, en los procesos de gobierno, a través
de diferentes patrones participatívos. Ahora bien, el impacto de la participa
ción ciudadana depende del nivel y de la naturaleza de la dependencia pública

en cuestión; por ende, varían considerablemente las oportunidades y restric

ciones concretas que aquélla debe enfrentar. Un estudio detallado, que compa
ra y evalúa recientes programas de in\'ersión social en áreas rurales de Brasil,

Colombia y México, insistió en la importancia de que la sociedad civil local ob

tenga poder, para que la gobcmabilidaü rural local sea efectiva. Como afirman

Weins y Guagdani:

Probablemente lo que más le preocupa a un gobierno local son dos cosas:

primero, su capacidad para obtener votos y, segundo, cómo obtener bene

ficios para sus seguidores [...] Ahora bien, si la sociedad civil local es débil,
entonces no se ejercerá ningún tipo de vigilancia sobre el desempeño de los

funcionarios locales. E incluso, si la sociedad civil es razonablemente fuer
te, suele funcionar bien solamente en los núcleos urbanos de los munici

pios. Si esto es cierto, entonces "por lógica" los políticos locales procurarán

complacer a sus electores y adeptos urbanos y harán menor caso de las

preocupaciones de la población rural (...) Así, a menos que la sociedad civil

rural sea lo suficientemente fuerte, es probable que los funcionarios electos

suelan discriminar las áreas rurales más pobres, seguir controlando la toma

de decisiones y recompensar a sus patrocinadores, otorgándoles contratos
con el municipio. Por ende, la mejor manera de fortalecer a los gobiernos

" Pnra una discusión reciente por parte del Banco, véase Uivack. Ahmad y Bird ̂ 1998); y pani una vi
sión ¿cnurai. véase Lconnrd and Rogcrs Marshall 11082).
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municipales es realizando acciones que fortalezcan a la sociedad civil...

(Wiens y Guadagni, 1998, pp. 11-12).

Oste planteamiento sirve de punto de partida para proponer la convenien

cia de reglamentar el funcionamiento administrativo de los programas sociales

para que éstos, a su vez, impulsen enfoques y procedimientos participativos,

en lugar de dejarlo al libre juego de las múltiples "fuerzas vivas" locales. En el

orden conceptual, sin embargo, lo fundamental es que hay una relación recí

proca entre la actuación de los gobiernos rurales locales en materia de comba

te a la pobreza y la naturaleza y densidad de la base civil participativa. O sea:

una amplia participación comunitaria puede mejorar la gobemabilidad, propi
ciando una mayor transparencia y la rendición pública de cuentas, mientras

que un gobierno en manos de elites locales, que gobiernan desde arriba, pue
de inhibir el potencial participativo de la sociedad civil.

La experiencia me.vicana sobre descentralización y la participación social
en zonas rurales fue tratada en el Informe del Desarrollo Mimdial

opniciu Repon) de 1997 sobre "El Estado en un mundo en transformación"

(The State in a Changing Worid), que subraya el gran contraste entre Oaxaca
y Ghiapas con respecto al modo en que cada gobierno estatal había ímplemen-
tado los programas para abatir la pobreza:

Parece que la diferencia entre ambos deriva del nivel de participación po

pular en la toma de decisiones y en la ejecución de las políticas. Las pobla

ciones indígenas y pobres oaxaqueñas tienen una gran tradición participa

tiva, mientras que a las chiapanecas se les ha negado dicha posibilidad. Ello,

aunado a la gran corrupción oficial que impera en Chiapas, ha hecho que
allí los servicios del estado sean no sólo ineficientes, sino que también ha

yan elevado dramáticamente la tensión social interna, la cual incluye al
conflicto armado que afecta a la entidad desde principios de 1994 (Banco

Mundial, 1997, p. 122).
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Aunque justa, esta observación se queda corta, pues no profundiza en las im

plicaciones que todo ello ha tenido —y tiene— para las políticas de desarrollo ni

menciona el papel que el propio Banco ha desempeñado en la situación.'" Cabe

aclarar que los estados donde se financiaron programas de descentralización,

con fondos tanto del ddrI como del ddr2, fueron escogidos más por su grado
de mar^alidad que por sus condiciones en materia de rendición de cuentas o de

participación ciudadana. De hecho, el Informe de terminación de la implemen-

tación (Implementation Completion Report) señaló que sólo dos de los cuatro

gobiernos estatales participantes realmente habían impulsado mecanismos insti

tucionales clave para fomentar la participación comunitaria en el programa de

los Fondos Municipales (Implementation Completion Report, p. 7). Más bien, a lo

largo de los años noventa, los respectivos gobiernos estatales mostraron niveles

de compromiso bastante diferentes con respecto a la rendición púbDca de cuentas

y a la participación ciudadana. Dicha variabilidad plantea, pues, un problema más

profundo en relación a cómo la inversión social para abatir la pobreza toma en

cuenta los patrones locales y estatales de gobemabilidad que difieren entre sí."

En principio, los Fondos Municipales tenían que ser administrados por las

poblaciones beneñciarias; pero, por sí solas, las previsiones oficiales para facilitar

la toma de decisiones comunitarias en la selección y construcción de proyec
tos no condujeron a que la ciudadanía participara ampliamente eu el proceso,

vigilando su cumplimiento y manteniéndose bien informada. Las medidas clave

que debían propiciar la participación ciudadana sólo se impleraentaron en for

ma parcial e inequitativa, como sucedió con la creación de Consejos Munici

pales que, en su calidad de organismos con una amplia representación comu

nitaria, debían discutir y vigilar los proyectos propuestos. Se pretendía que

dichos Consejos fuesen más incluyentes que los cabildos rurales convenciona-

Por ejemplo, para un análisis prclinilniir (te Ins formas indirectas de corresponsabltidad del Banco
Mundial con programas oftciaics palKlzadus en Chlapas, cáuse Fox (1097b). Para un panorama nacional de
las estrategas dd Banco en 3>láxico durante usté period», véase Fox (2000b}.
" .Vunttuc el discurso oficial del Banco MiiiidinI ha avnludu ta pnrtidpacldn de los pdircs en la gestión

de los programas que intentan bencBdarlos ik-sdc tmcc vnrios años, esta posición dude el reto de cómo me
jorar su nqircscntocáón en ámbitos de decisión de mayor escala. Por ejemplo, d Informe de de.ssrroilo mun-
dini más rcctenle sobre In pobmza subraya la importancia dd "facultamiento' de ios pobres, perú limita d

concepto n ir» ámbitos locales (Banco Mundial, 2001). Pura una crítiea al respecto, véase Moore (2001).
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les, ya que incluían a los representantes de los comités locales que participa
ban en los proyectos; por lo mismo, eran instancias clave para la toma de de

cisiones que se promovía en el Programa de Fondos Municipales. M respecto,

el estudio de campo realizado en Oaxaca reveló que los Consejos Municipales

operaron poco (Fox y Aranda, 1996a, p. 22).'- Puesto que en muchos munici

pios los Consejos representaban un posible contrapeso a la autoridad local, tra-

dicionalraente centralizada (fin para el cual fueron creadas), su presencia y ni

vel de autoridad terminaron siendo sumamente limitados. Dicho de otro modo:

ha resultado fácil hablar de la creación de contrapesos institucionales para

—valga la redundancia— descentralizar los procesos de descentralización,

pero ha sido difícil llevarla a cabo.

Por su parte, el personal del Banco que estaba asignado al proyecto nnitl era

consciente de que los gobiernos estatales acostumbraban distribuir discrecio-

nalmente los fondos, destinándolos a inversiones que no tenían como objetivo

luchar contra la pobreza. Por lo mismo, se decidió trabajar de cerca con los

funcionarios federales encargados del diseño de las políticas, a fin de introdu
cir ciertas modificaciones importantes en el programa, y entre las cuales figu

raron las siguientes:

1) Se mejoró el proceso de asignación, utilizando nuevos criterios para de

terminar los niveles relativos de pobreza en cada estado, lo cual permi

tió distribuir los Fondos Municipales ya no sólo entre los estados sino

también dentro de éstos, con criterios más objetivos.

2) Se hicieron explícitas y públicas las fórmulas de distribución de fondos

Nuostra infomi.iclóii de e.-impo indica que hubo reuniones de los Consejos soiainence en .S4% de los
municipio.s de la muestra. Líls form.rs de representación de las comunidades ante las cabeceras son especial
mente problemóticas en los municipios rumies grandes, (pie abarcan decenas de conmnid.ades ademós de la
cabecera, pero donde la cabecera no enfrenta ningún contrapeso. El estudio de c.ampo descubrió un caso ex
cepcional en uno de estos municipios rurales grandes del estado, Miahuntldn, donde el (Consejo Municipal

fue rebasado por una estructura de representación aún más descentralizada que incluía a líderes de todas
las comunidades iejanas. Este consejo ampliado íuncionó uomo una iegislatura local de facin, representan
do a las múltiples comunidades normalmente e.xcluidas y actuando como contrapeso del ayuntamiento. Di
cha innovación tnmbión fue impulsada por olas de movilizaciones cívic.as que habían antecedido a los pro
gramas de combate a la pobreza y que se fortalecieron con el programa de fondos municipales (notas de
campo. Manuel Fernández, 199.1).
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(dentro de los evStados y entre los municipios), para e\'itar el posible des

vío de recursos —mediante prácticas discrecionales— por parte de las

autoridades estatales.

3) Se mejoró el proceso de canalización de los recursos destinados a la lu

cha contra la pobreza dentro de los municipios, limitando el porcentaje

que le correspondía a la cabecera municipal; y

4) Se introdujo una escala móvil para cubrir las variaciones en el nivel de

las aportaciones comunitarias, a fin de poder impulsar las inversiones

que tuviesen un mayor impacto social (de modo que la aportación fue

se mayor cuando se trataba de un proyecto que estaba menos relaciona

do con la lucha contra la pobreza o que no representaba un "beneficio

piiblico" \publicgood]).

Estas últimas dos medidas lograron promover no sólo una mejor canaliza

ción de recursos contra la pobreza, sino también una participación social más

amplia. canalizar los proyectos hacia los grupos más pobres y las comunida

des usualmeote más excluidas dentro de los nuinlciplos, éstas tuvieron los fondos

más a su alcance, con lo cual se logró potenciar la participación social que así

resultó más efectiva y redituable, aspecto en que abundaremos enseguida.

Al Igual que el resto del Programa Nacional de Solidaridad, el Programa de
Fondos Municipales se emprendió haciendo eco de un discurso ohcíal que insis

tía en que las comunidades debían participar ampliamente en la selección e im-

plementación de proyectos; que las comunidades y el gobierno debían ser corres-

ponsables en la dirección de los proyectos; y que la sociedad civil debía vigilar el

uso de los recursos. El discurso en sí no bastó para promover una participación

autónoma e informada, ni para democratizar el poder y el manejo de recursos.

Pero las normas administrativas que se adoptaron posteriormente para favorecer

la rendición de cuentas y la canalización de fondos, lograron que aquellas, ya en
vigor, que favorecían la participación ciudadana, tuvieran más posibilidades de

ser efectivas en las comunidades más pobres. Por ejemplo, al establecer que 7596

de los fondos debía gastarse fuera de la cabecera municipal, se potenciaron las

voces de las comunidades más pobres y remotas (Fox y Aranda, 1996a, p. 12).
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Esta medida relativa a la canalización de fondos sentó criterios más preci

sos acerca de cuáles sectores tenían derecho a participar en el programa (cri

terios que hasta entonces eran prácticamente inexistentes). Este derecho, así

reconocido, se convirtió en un punto de referencia para la rendición de cuentas

que, a su vez, sirvió para impulsar la participación social. Otro ejemplo puede

tomarse del impacto social de la escala mó\il para las contrapartidas comunita

rias. Puesto que esta medida exigía que la inversión local fuese considerable

mente menor para proyectos de alto impacto (como, por ejemplo, un sistema de

agua potable) que para proyectos de bajo impacto (como una cancha deportiva),

en términos de canalización de fondos, se potenciaba la voz de los ciudadanos

usualmente menos beneficiados que necesitaban el agua. En suma, medidas

como estas, que favorecen la focalización de fondos, pueden incentivar y favo

recer la participación. Diciia interacción puede entonces generar círculos vir

tuosos en los que una participación más amplia fomenta una actuación más

equitativa y transparente por parte del gobierno local, la cual, a su vez, de

muestra las ventajas de la participación sostenida. Después de todo, la partici

pación social puede entenderse como una inversión económica y socialmente

redituable que implica costos y riesgos.

En el diálogo entre el Banco Mundial y el gobierno mexicano sobre las po
líticas de desarrollo, y particularmente sobre medidas en favor de la focaliza

ción de las inversiones sociales, se acordaron puntos que, más tarde, fueron

adoptados por la Secretaría de Desarrollo Social a mitad de los años noventa.

A fin de impulsar una canalización adecuada de los fondos contra la pobreza,

y así evitar prácticas discrecionales, se estableció que el Dnu2 únicamente fi

nanciaría fondos municipales rurales y que el préstamo para cada estado sólo

se autorizaría una vez que la respectiva fórmula de distribución se diera a co

nocer públicamente (World Banlt, iy94a).

Guando el diír2 iba a mitad de camino en mayo de 1997, la evaluación co

rrespondiente del Banco indicó que una gran cantidad de obras locales se ha-

bía construido satisfactoriamente en los tiempos y condiciones previstas. Pero

también consideró que en otros aspectos igualmente prioritarios, el desempe

ño no era satisfactorio, y entre éstos mencionó: la falta de apoyo federal y es-
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tatal en el desarrollo y forcaleciniiento institucional de los municipios practi
cando auditorías, monitoreos y evaluaciones. Aunque el ddr2 tenía menos

componentes que el ddrI, era bascante complejo y ambicioso en términos ins

titucionales, y a casi dos años de haber comenzado seguían sin implementarse
tas medidas que proponía para incrementar las capacidades institucionales de

los gobiernos de los estados, lo cual se hizo más evidente en el intento fallido

del ddr2 de encargarles la responsabilidad de dotar de sistemas de agua pota

ble a las localidades pequeñas. Los arquitectos nacionales e internacionales del

DDR2 se equivocaron cuando asumieron que atender este rezago social podría

ser prioritario para los gobiernos estatales apoyados por el ddr2. Este fracaso
condujo a que la evaluación del Banco reiterara la validez de los lincamientos

oñciales del Programa de los Fondos Municipales, que ciertamente buscaban

impulsar la participación ciudadana, la focalización de los fondos contra La pobre

za y, hasta cierto punto, la vigilancia local sobre el uso de los fondos. Por ello,

se sugirió reubicar fondos etiquetados para los gobiernos de los estados —hasta

entonces— desapro\'echados del ddr2, para beneficiar a ios municipios rurales.
£1 monitoreo del gobierno federal se limitaba a examinar el cumplimiento

de la construcción de obras y del traspaso de fondos; nunca evaluaba aspectos

relativos a la capacidad institucional, la rendición local de cuentas, la partici
pación ciudadana ni el impacto social de los proyectos. Ni el gobierno federal
ni el Banco fomentaron que las organizaciones civiles o investigadores acadé

micos supervisaran las acciones de las instituciones locales o la participación

social. El personal del Banco apenas recolectó sus propios, y limitados, datos

de campo acerca de la rendición de cuentas y de la participación; y, con res

pecto a esta última, concluyó que las tendencias generales eran po.s¡tivas. Hi

dalgo era una notable excepción, donde el equipo encontró que las autoridades

no indígenas monopolizaban la información y la toma de decisiones. Los ha
llazgos más específicos fueron un tanto menos optimistas, pues concluyó que

mientras "la participación de las comunidades en la ejecución de los trabajos

es buena, en la selección y mantenimiento es mínima y en el diseño y control
es nula" (Lemmet, Nahmad y Carrasco, 1997, p. 9). Ocurría, además, que a

menudo las autoridades municipales eran las únicas que tenían acceso al ma-
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nual de operaciones y a la capacitación, lo cual limitaba seriamente una parti

cipación ciudadana amplia e informada. O sea, la tendencia estaba al final del

espectro "oficial" de posibles formas de participación de los beneficiarios (se

gún el marco analítico del propio Banco)." Sin embargo, la mayoría de los pro

yectos apoyados sí parecían haber llegado a municipios rurales de bajos ingresos.

Este hecho parece haber reforzado las relaciones locales de poder existentes,
al menos en el corto plazo, cuando ai mismo tiempo creaba ciertas condicio

nes para que la ciudadanía se esforzara y exigiera que sus gobiernos locales tra
bajaran mejor en el futuro.

¿AUTONOMÍA MUNICIPAL VS. RENDICIÓN DE CUENTAS?

Después, en 1997, el ddr2 enfrentó un dilema más serio. El Congreso mexica
no y el Ejecutivo aprobaron una nueva ley (el ramo 33) que incrementó signi-

Ticativamente la autonomía de los gobiernos municipales. En el proceso, die

ron marcha atrás en las innovaciones del programa de los Fondos Municipales

en cuanto a las estrategias recomendadas para el combate a la pobreza. Los

Fondos municipales fueron reasignados de la línea presupucstal del ramo 26 al
33, cambiándolos de combate a la pobreza a una forma convencional de redis

tribuir los ingresos fiscales para cubrir otras categorías. La falta de evaluacio-

" El documento cjv del Rnnco Mundial sobre sus cstmtu£la.s pro partlclpncldn, que elaboró en septiem
bre de 1994, utiliza In (¡Igulcnie durinlclóti; "Ll decarrollo pnrtlclpativo es un proccKO en el <|ue todoa las par
tes inlercaadns Itiíluyen y controlan conjunlamuntc las Iniciativas, las decisiones y los recursos pertinentes"
("The World Bank and Psrticipatlon"). El doeumetiio también establece que en la relación de trabajo Oan-
eo-pnfs Imy í>els tipos de inec.-inismos n "niveles" de partlcipiiclón, los cua]e.s ordena según su grado de in
cidencia, de menor a mayor, proporcionando ejctnplos de cada uno (Banco Mundial. 1994c, p. 12).

Nivel de particinación

O se comparte Información

li) cottsulla

lii¡ evaluaddn conjunta

iv) se comparte la loma de decisiones
v) colaboración

vi) facuNamlenlo

Patrón de varticipacián

reuniones púbíius, traducción a Idiomas Indígenas

reuniones de consulta

evaluaciones participativas

planeacien pariicipativa, talleres, revisiones póbHcas
comités conjuntos, grupos de trabajo

autoadministración y transleiertda de poder
fortalecimiento de capacidades propias

{apMitf buílding).
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nes públicas ñabíes, gencralízabics en la dimensión social c institucional de los

Pondos Municipales en el ámbito rural, no permitió un debate público informa-
do sobre el efecto potencial de las innovaciones de política social en el progra

ma de fondos municipales impulsados en 1997.

La nueva aprobación incrementó los fondos asignados a las municipalida

des en forma si^ificativa, pero la nueva fórmula asignó prioridad al tamaño de

la población, dejando en segundo término el de la pobreza extrema.'^ Por con

siguiente, el crecimiento del presupuesto ha favorecido a municipalidades

grandes y medianas, mientras las asignaciones de Fondos Municipales, para
muchas de las municipalidades rurales más pequeñas, se han caído en términos

absolutos en por lo menos un año del l>t)R2,1997-1998, año de la transición de

la línea prcsupuestal del ramo 26 al 33. Queda claro que esta reforma fue dise

ñada principalmente para atender las preocupaciones de municipalidades ur
banas grandes que se encuentran mejor representadas en las legislaturas fede
rales y estatales. En este proceso, según un ex funcionario estatal y federal que
participaba en el proceso:

No hay ninguna mención en los reglamentos [como existió anteriormente]
para la distribución del porcentaje entre el centro municipal y sus agencias
(los pueblos periféricos dentro de municipalidades), dejando su distribu
ción al libre juego de fuerzas (incluyendo la posible imposición por el pre

sidente municipal, dependiendo esto del peso relativo de la cabecera muni

cipal con respecto a las agencias). Además, el desembolso de recursos se

realiza en forma porcentual durante ios 12 meses del año, situación que in

hibe |la participación ciudadana cn| la toma de decisiones sobre el tamaño
y costo de las inversiones. El resultado probable es un mayor conflicto entre

la cabecera y las agencias, debido a los procesos de imposición y resistencia.

S(^n Rosulba Carrasco, cnionos dinviora «le K«-aIuadAn «k- la Secretario de OiMnollc Social, Iw fórmu
la:) dv los oblemos vsiaUics anteriores "pcmiliraii lodo, con estadística.^ uno puwk hacer nigo, dado los In-
icrcsua pnlfilcos Involucradus" (en kjs caiatk» |¡ohvrnMliii por la opcRilclón If-tN) ac favur«.-cló a las grandes
ciudades y en los estados gobernados por vi partido vn el po«)cr se ím-oreclcroii áreas rundes). |lx)s gohier-
rtos estatales] 'siempre pierden de vista que estts fondos son para luchar contra la pobreza, y no sólo para
fdrulecer a ios presidentes munie-ipalvs' (vnirevtxu. mayo. 1999)
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Es más, según Rosalba Carrasco, entonces directora de Evaluación de la Se

cretaría de Desarrollo Social, en ci nivel federal, "los alcaldes todavía deben in

formar sobre la cantidad gastada, pero no les dicen cómo", y el papel del Conse

jo Municipal que hizo posible la representación de las comunidades periféricas
se ha convertido en un simple requisito de ley (entrevista, 1999). En otras pa

labras, el programa conser\'ó el discurso de transparencia (entonces nuevo),

pero no especificó cómo llevarlo a la práctica.

La reforma de la legislación municipal nacional también trajo el resultado

inesperado de complicar la habilidad del Banco Mundial para continuar apo

yando a ios Fondos Municipales. Cuando la responsabilidad formal cambió de

la federación a los estados, el Banco perdió su contraparte principal oficial (el
gobierno federal) además de las normas un pro de la participación social y de

la focolización intramunicipal hacia las agencias. Debido a estos cambios legales

nacionales, el préstamo tenía que ser reestructurado, un proceso que se dio en

noviembre de 1999.'^

Además, esta nueva ley federal eliminó la función de monitoreo del gobier

no federal sobre las inversiones municipales. Incluso antes de esta reforma en pro

de la autonomía municipal, la capacidad de monitoreo de las instituciones del

gobierno federal sobre el desempeño de ios Pondos Municipales estaba bastante

limitada (p. ej.. Garduño, 2001). En general, una mayor autonomía municipal

fortalece a los gobiernos locales que están abriendo camino a innovaciones
prometedoras, pero al mismo tiempo, al menos en el corto y mediano plazos,

puede abrir más la brecha entre las municipalidades que trabajan bien y las

que no lo hacen.

Las recientes reformas al proceso de descentralización deja la rendición de

cuentas en manos de las legislaturas estatales. Los resultados pueden ser pro-

metedores en los estados donde los congresos avancen en consolidar un manejo

independiente del Ejecutivo estatal y trabajen para la construcción de instan

cias de vigilancia do las políticas públicas, pero este proceso de construcción

" t)c los ocho cs(:u]i)s nil£lníilcs, sólo ios gestemos de bs cslaJos du Pucbb, Zacsivcns, Cuvrruro >' Vv-
racniz reunieron los crilcrios necesarios, dejando íiieni a Qitapas, IHdalfi», MIchoacán y Oaiaca (entrcvis-
la, Julio Córdoba, Banco Mundial, abril, 2000).
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de capacidad institucionaJ permanece bastante incipiente hasta ahora, sobre

todo en los estados de bajo desarrollo. De hecho, expertas en instituciones y

actores rurales, como Adriana López Monjardin, consideran que la reforma al

artículo 115 en 1999 no representó ningún avance respecto a los mecanismos

de participación ciudadana y rendición de cuentas en los municipios rurales
(2001)." El resultado de estos cambios en el marco institucional federal para

los Fondos Municipales es que se lian vuelto más una estrategia de distribución

convencional de ingresos ñseales que un programa enfocado ai combate a la
pobreza.

¿POR QUÉ LA IMPORTANCIA DEL CAPITAL SOCIAL?

Uno de los hallazgos principales del estudio de campo sobre el funcionamien
to de los Fondos Municipales en 1992-1994 fue que el financiamiento de com
bate a la pobreza incrementa su impacto y efectividad, cuando en la toma de
decisiones participan instancias locales con arraigo social previo, que contri
buyen a estructurar las relaciones entre las autoridades locales y los ciudada
nos y que facilitan el acceso local al financiamiento. A su vez, el grado en que un
gobierno local es sensible y responsable a la participación ciudadana y a la ren
dición pública de cuentas, depende significativamente del grado de densidad

de la sociedad civil local. El concepto de capital social, desarrollado para captar

el sentido en el que las relaciones pueden ser recursos, es útil aquí. El concep

to de capital social, en su dimensión "horizontal", se refiere a la densidad y

.M rcspi-cio, ulln observa que la reíornni del nrlículo 1 l.S en 1999 es "...una reforma municipal (quc|
se convierte en un testo que train de la rclacidn de unas Instancias de ̂ blemo con otras, pero omite la re
lación entre gobemonies y ̂bcm.idos [...] [vi nuevo arlícuio lis Impone modelidadcsunifonncs para la Inte
gración de los a)'untamlentos. que debcrón utar fonundos pnr un presidente y el número de regidores y sín
dicos que la Jey estala! determine. Así. se está iugislundo a favor del presidencialismo y en contra de la Ubre
iniegración de los ayuntamientos, cuando que las demandas populares confluyen en ta necesidad de cons
truir espacios de gobierno mds colegindns y con maynr ivnriicipaeión y vigilancia ciudadana. Los cabildos
abiertos, los pariamcntos ciudadanos. Ia.s asambleas y lo.; concejos municipales quedaron, slmtdemcnte, fuera
de ta ley [...j |L|a ley no prevé la teprcscntación territorial de los ejidos, comunidades, agendas municipa
les, poblados, barrios o colonias que Integran el municipio, cuando (|ue uno de los problemas más scnlldtis
por la población es la conccntracii^i del poder y tos recurso.; públicos en las cabeceras municipales, en de-
(rlmento de tas demás localidades" (López Mnnjurdln. 2001).
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cohesión de actores sociales y civiles locales y a las relaciones cooperativas en

tre ellos.'^ El capital social se encuentra a menudo muy irrcgularmente distri

buido, sin embargo, su presencia tiene un impacto significativo en la capacidad

de los actores de la sociedad civil para responder a las oportunidades de parti

cipación.

Tener en cuenta al capital social puede ayudar a mejorar el impacto en las

inversiones de combate a la pobreza, pero ¿quó elementos contribuyen para

que el gobierno municipal rural piense en esto? De nuevo, la relación entre el

gobierno local y el capital social es recíproca. Como sugiere el enfoque concep

tual que gira en tomo a las "estructuras de oportunidades políticas" \political

opportunity structuresl para entender los flujos y reflujos de la acción colectiva,

los gobiernos locales (igual que otras instancias del gobierno) pueden fomen

tar la consolidación del capital social horizontal, o bien, pueden frenarla.
mismo tiempo, las iniciati\'as civiles y sociales, y sus reacciones ante diversas

oportunidades abiertas "desde arriba" para incidir en las políticas públicas,

pueden abrirlas o cerrarlas.'®

Por un lado, el uso eficaz de recursos de combate a la pobreza en gobiernos

locales rurales dependerá en parte de la distribución principal de! capital so

cial, que incluye las prácticas y el arraigo de las organizaciones civiles. Por otro

lado, estructuras de gobierno local con arraigo y capacidad de influencia en las

comunidades inciden en la toma de decisiones hacia inversiones sociales. Pa

ra desenredar el problema "del huevo y la gallina", uno debe examinar dos di

mensiones complementarías del capital social. Dentro de las municipalidades

" El csiuüiu cltlslco que rcU'inJlun la (llniunslón liurlzoiitnl tlui eaplinl social t>s üc Puiiiatn, quien se re
fiere a la "acumiilaciún" üc "normas de fcclprouldad y redes de comprumlso cívico" O'uinnm, l'W.I, p. 167).
fara una revisión ccmprcnsiva dd coneupio, véase Woalcoeli (l'>''S). entre oíros. I'ara In discusión amplia
de diversas fuentes, véase wtvw.\vorldbu(il(.<ir)y|>overty/.sc.-iplUil/. Tura iin.-i discusión eoncepimii de las deter
minantes de la distribución de.slíiual de capital soulnl un dircrcnics reglones del México rumi, véase Fox
(19%). Para una comparación de seis proyeetiw recientes del linneo Mundial en el campo mexicatio respec
to a su grado de puslhic fomento de las oiganlznoiiines iiorirtint.iles de sus supuestos beneficiarios, véase
Fox (3001). Sólo uno de los seis pmyceto.s forjó un "amblcmv propicio" li-nablir^cnvíronmcnij para la con
solidación de las oiganlsacioncs sociales de ios pobres —el proyecto niós pcquctio y limitado de los seis—.
" Para una interpretación del fomento del capital social en el campo mexicano Informada por este en

foque. véase Fox (19%). Soba- los "esinwluras de oportunidades poKilcos" en general, véase TarTow(1998).
cniiv otros. Para una aplicación a un caso mexicano, véase Cook (1996).
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rurales, la distribución local del capital social se da a lo largo de dos dimensio

nes: dentro de las comunidades y entre las comunidades. Debe notarse aquí que

en Móxicü, muchas municipalidades rurales incluyen varías, y a veces decenas

de comunidades, por eso muchos municipios rurales son más cercanos a "dis

tritos" que a "comunidades".

Capital social dentro de las comunidades

En general, el mayor éxito de programas sociales que asignan recursos con base

en propuestas organizadas [demand-dnvenl, como fue Pronasol y como son los

Fondos Municipales, depende de los niveles relativamente altos y extensivos
de capital social dentro de las comunidades. En ausencia de tales instancias in

cluyentes y horizontales de representación local, los subgrupos pequeños salen
ganando y los recursos públicos tenderán a ser dominados por elites locales o

minorías bien organizadas. Los programas sociales que dependen de gobiernos lo

cales son más ambiciosos; sin embargo, por ello requieren algún grado de con-

Fianza y reciprocidad entre las comunidades de un territorio determinado.
¿Por qué esta situación? En regiones pobres, los gobiernos locales rurales re

ciben presupuestos anuales que son muy pequeños comparados con sus amplias
necesidades sociales. Si los gobiernos locales son, por lo meno.s, algo responsa

bles en la rendición de cuentas ante sus ciudadanos, entonces estarán bajo pre

sión para invertir esos recursos de manera que alcance a beneficiar al mayor

número de comunidades tan rápido como sea posible.

En el estado de Oaxaca, por ejemplo, donde la mayoría de los gobiernos lo
cales rurales tienen un grado de responsabilidad en la rendición de cuentas, la

experiencia de los Fondos Municipales sugiere que esta dinámica puede animar

a las autoridades locales para invertir en proyectos de un perfil público alto,
pero con un efecto en el abatimiento de la pobreza relativamente pequeño, co

mo pavimentar plazas y construir canchas de basquetbol, en lugar de in.stalar

sistemas de agua potable que llegan a un número más limitado de las familias

más pobres que viven en zonas más alejadas del municipio. La entendible nece

sidad de evitar conflictos potenciales entre las comunidades, puede propiciar
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ei riesgo de pulverizar los recursos, dispersándolos en muchas inversiones de

bajo impacto.

Si las comunidades y los ciudadanos estuvieran de acuerdo en establecer
turnos de Inversión anuales y esperar el periodo en que les toca, entonces los

gobiernos locales podrían concentrar sus muy limitados recursos de combate

a la pobreza en inversiones que podrían tener un perfil público más limitado,
pero con un impacto mucho más significativo y duradero en cuanto al comba

te a la pobreza. Por ejemplo, construyendo sistemas de agua operados en for

ma sustentable que beneficien a un cierto niímero de familias, obtendrían un

impacto social mucho mayor que con sistemas que intenten llegar, digamos, a

muchas más familias; pero buscando estirar al mlximo los limitados fondos,

eligen el uso de equipo de baja calidad que en forma constante se descompone
y requiere de reparación. En el papel, tales proyectos son considerados nor

malmente como "terminados" y, por consiguiente, en los informes que los fun

cionarios elaboran para quienes toman las decisiones políticas, la entrega de

servicios aparece como realizada.'^ El punto aquí es que, por encima del acuer

do para operar la inversión, es probable que una serie de bloques de inversión

anual, invertida en proyectos concentrados, tenga mucho mayores efectos acu

mulativos en el combate a la pobreza que los esfuerzos dispersos por extender
los escasos y limitados recursos a tantos como sea posible. Pero, ¿por qué de
ben estar los pueblos deseosos de esperar el beneficio de sus vecinos?¿Por quó
una comunidad debe esperar conseguir finalmente su turno para beneficiarse

de un bloque de inversión anual? Esa expectativa depende de la confianza, que
se ubica en el contexto de dos dimensiones distintas: horizontalmente entre las

comunidades vecinas, y vcrticalmcnte entre las comunidades y los gobiernos

municipales.^'

''' Di»pués"3ct cambio del gobierno federal en 2()0ü, liu nuevos auluriduJes ücscubrícroii que uno frac
ción muy grande de esos obras ananciadno por los fundos municipales nunca fueron comprobadas, inclusl.
ve en estados dentro del proyecto ooiiZ, como Cuaca y Guerrero (Garduño, 2001).
" Para una discusión amplia de "la confianza como un recurso de inversión", véanse Fox y Gcrshman

(1999,2000).
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Capítal social entre las comonidades

La confianza entre !as comunidades no se sostiene exclusivamente con buenas

intenciones. Las comunidades vecinas, así como pueden fácilmente ser rivales
históricos, también pueden ser amigas. Sustentar la conhanza exige instituciones

locales fiables que pueden dar fuerza u las relaciones de mutua responsabilidad

en la rendición de cuentas. Incluso e! problema de rivalidad entre comunida

des dentro de un municipio puede ser superable, cuando las instituciones gu-
bcniamentales locales rinden cuentas a toda la diversidad de sus electores. Y

aun en las relaciones entre pueblos, con niveles que van de bajo a moderado,

el capital social puede contribuir "al cambio" si las instituciones locales refuer
zan los acuerdos para la rendición de cuentas.^' Es más, si los gobiernos loca

les utilizan criterios transparentes y consistentes en la selección de proyectos
más consolidados primero y dan prioridad a los niveles altos de participación,

entonces eso sen'irá como un incentivo material para que las comunidades

menos cohesionadas logren acuerdos alrededor de sus propuestas de proyectos

futuros. Aquí, otra vez es importante reconocer que la lógica de la participa

ción ciudadana, su justificación, depende en parte de la posibilidad de que se
dé la rendición pública de cuentas y la transparencia, y viceversa.

TENDENCIAS GENEKALES EN LA DISTRlBUCiÓN

SOCIOGEOGRÁFICA DEL CAPITAI. SOCIAL

En la práctica, dentro de y entre los pueblos, el capital social se encuentra dis

tribuido muy irregulannente dentro de las municipalidades, regiones, estados
y países enteros. A riesgo de generalizar más de la cuenta, uno se puede aven
turar haciendo proposiciones para la discusión acerca de las amplias tendencias

en cada estado en la distribución del capital social horizontal en el campo, en

parte porque los gobiernos estatales determinan hasta qué grado los gobiernos

municipales son responsables de la rendición de cuentas al conjunto de sus co-

Véase GfanovcKer (1973)
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munidades rurales. Este esfuerzo por describir modelos amplios no hace justi

cia a los procesos dinámicos a través de los cuales el capital social puede ser

incrementado o erosionado.

Observando los cuatro estados mexicanos donde el Banco Mundial estuvo

apoyando a los Fondos Municipales entre 1991 y 1999, a continuación ofrece

mos una descripción resumida de los modelos predominantes de distribución
del capital social local dentro de las regiones rurales pobres de cada estado.

Oaxaca Preponderancia del capital social

Dentro de la comunidad (horizontal) Alta

Entre comunidad y municipio (vertical) Media

La mayoría de los pueblos de Oaxaca mantienen altos niveles de rendición

de cuentas en sus gobierno locales, reforzados por una ley estatal innovadora

que reconoce la legitimidad de las estructuras no partidarias del gobierno local

indígena." Las comunidades periféricas pueden a menudo hacer que sus auto

ridades municipales se mantengan relativamente responsables de la rendición

de cuentas, aunque su voz en la elección de dichas autoridades municipales va

ríe. En muchos municipios rurales, en los sistemas llamados "usos y costum

bres", las agencias municipales consen'an su derecho y capacidad para el au

togobierno comunitario, pero no inteiTiencn en la selección de las autoridades

propiamente municipales, la cual se limita a los habitantes de la cabecera. Sin

embargo, el congreso estatal elaboró una ley que logró parcialmente compen

sar esta "subrepresentación" de las agencias en el reparto intramunicipal de

los fondos sociales. Después de que la ley de coordinación fiscal eliminó el te

cho presupuestal de 75% para las cabeceras, los diputados estatales decidieron

exigir que el proceso de reparto intramunicipal respetara el criterio de pobla

ción de las comunidades respectivas.

Además, las mujeres indígenas han sido históricamente excluidas de voz y

" ¡'.ira el L'.studlo mis amplio du los municipios ruTaic.s en Oaxaca antes de su rcfonna indfgcna, vdasc
Díaz Montes (1992).
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voto en los gobiernos rurales oaxaciuefios, como sucede en muchas zonas rurales

de México. No obstante, importantes estudios recientes indican un cambio hacia

una participación cívica más amplia de las mujeres indígenas. La antropóloga

María Cristina Velásquez, en su estudio detallado de las 418 municipalidades

de Oaxaca gobernadas por sistemas no partidarios, encontró que las mujeres

votan y sirven en 248, y en muchos más las mujeres encontraron otras mane

ras de participar.^

Guerrero

Dentro de la comunidad (horizontal)

Preponderancia del capital social

Entre comunidad y municipio (vertical) I Mcdla-baja

Las comunidades rurales de Guerrero tienen amplios rangos en su grado de

cohesión social, pero muchas están organizadas y han generado organizacio

nes regionales de productores. Algunos municipios rurales han experimentado

procesos notables de democratización, pero en otros municipios las comunida

des locales son excluidas de la toma de decisiones municipales (sobre todo

donde las autoridades municipales no representan a los indígenas).-'* La lucha

para la democratización municipal en el campo guerrerense suele ser muy con-

flictiva y, en zonas indígenas del estado, suele tomar la forma de lucha por la
autonomía de las agencias o bien la formación de nuevos municipios.

Hidalgo Preponderancia del capUal social

Dentro de la comunidad (horizontal) Baja-medía

Entre comunidad y municipio (vertical) Baja

" Citada en "La «xoepeioiinl pnrilolpauiún de la mujer en Oaxaeu", Im .hnuula, 2 de noviembre de
1999. Véazc tnmblPn su libro definitivo (ZOOOii) y un resumen en InglC.'i (20l)0b). Los avances pnra los dere

chos políticos de los Jiiujcrcs itid{£cniis se deben a transformaciones culturales en siu formas de concebir si»
propios derechos como ciudadanas, reforzados por los cambios dcniográncos provocados por lii nilgmcldn.
" P.ira los resultados de la invesiieaclón mits serla y pnmieiudoni sobre el desenipuilo de los fondo» mu-

nleipale.sonGuerrerr>, vdase ms (1999a; |999b; 1999e; t999d;2000n; 20001); ZOOOc; 2O0ín; 2001b). Sii re
vista/luro^cstfdti ofrece un niidllsis pcmianeniedelas poKtIcas públicos rurales en c1 c.scndo, incluida la pnr-
llclpauión social en loa fondos niunlelpides rumies (para mits Infomiaoidn, véase pads@prodlgy.noc.rux. P.arn
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Muchas comunidades indígenas de Hidalgo tienen niveles que van de un

grado bajo a medio en su organización social interna. La democracia munici

pal en el campo hidalguense es ailn incipiente, y muchos habitantes recuerdan

bien los niveles extremos de violencia en tomo a los agudos conflictos agrarios de

los años setenta.-^ A pesar de que la ley estatal otorga a los alcaldes el poder

de nombrara las autoridades conumitnrias, en la práctica, muchas comunidades

indígenas de la Huasteca hidalguense han logrado defender su tradición de desig

narlas (las llaman "jueces").-*' No obstante, los gobiernos municipales a menudo

no rinden cuentas a sus comunidades periféricas (sobre todo donde las autori

dades municipales no representan a las comunidades).^^ En general, el ambiente
político del gobierno estatal no fomenta la rendición de cuentas del municipio

hacia sus comunidades.

Chiapas

Dentro de la comunidad (horizontal)

Entra comunidad y municipio (vertieaJ) | M«dla-ba|a

Preponderancia del capital social

Muchas comunidades de Chiapas mantienen grados signiñcativos de cohe

sión social; persisten diversas iniciativas de democratización municipal, a pe

sar de la amplia militarización y la comentada división entre comunidades. Las

probados andllsls históricos y regionales de movimientos cívicos y sociales regionales pro rendición de
cuencas en Guerrero, vdasc Elartrn (1QV7; 2(K)0).

" Para detalle.s sobre esta época connicilva, véase Sclirycr (1990).
^ Debo este recuento a entrcvlsiAs con Juan CIsiieros (ubril y agosto, 2001}, investigador con més de

20 años tls expcrlenciu con Instiiuclone.s lóenles rumies en !n Iliirutcca liklnlguense. f.l ha sido íimcionnrio
del Instituto Naeionnl Indigenista y actunlmunlu es asesor dedos organizaciones indígenas en la región, Ma-
zchiiHlizitzl Ininucntlliz, Ü.C. (indígenas reunidos) y Cblonniuxochltl (siete flores), tidcmés de ser colabora
dor de la ONO Trasparencia en miiiuriii de [wííticas públleas en la Ihinsteen.

A dlfercnciji de la de nuiciius otros c.stndos, lii ley hidalguense que rige los relaciones intramunictpn-
les cabecera-agencias lia .sido el foco de debaic.s pnKilcos fuertes. En ios aüos setenta, las agencias tenían el
derecho al autogobierno local, pero lo perdieron con el gok'niador Roscll duróme las negociaciones de
1983-1984 con los ganaderas, cuyas tierras habfnn sido masivamente Invadidas. Aunque los ganaderos te
nían que ceder amplias extensiones de tierra, la reccnirnllznción del poder local en las cabeceras municipa
les Ies permitió conservar mucho poder en otros itinblios. Este capítulo quedó Inconcluso basta que, en
1998, varías organizaciones clvlks y sociales lanzaron una camiNiíla juira recuperar b autonomía de las
agencias, la cual íructincó en 20(10 (entrevista con Juan Cisneros, agosto de 2001).
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relaciones entre los pueblos y las autoridades municipales son a menudo muy
tensas; sin embargo, para cualquier resolución eventual del conflicto más am

plio, este problema es central. El ambiente político estatal Inhibió la rendición

de cuentas de! ámbito municipal a sus comunidades hasta el cambio de gobier

no en las elecciones estatales de 2000. A pesar de la falta de legitimidad del go

bierno estatal anterior, el hecho de que su estrategia política para la "remuni
cipalización" haya tenido tanta resonancia refleja la demanda de una mayor

autonomía para muchas comunidades no representadas por las autoridades en
las cabeceras municipales dominantes (Burguete Cal y Mayor, 2001).-"

La diversidad de estas amplias tendencias en estos cuatro estados se repro

duce en los ámbitos regional y local dentro de cada estado, pero estas caracte

rísticas sugieren una proposición más general: donde la distribución del capi

tal social local y las relaciones en el sistema de gobierno local son altamente
diferenciadas, también deben diferenciarse las estrategias que buscan comba
tir la pobreza a través del fortalecimiento de instituciones locales. Sin embar

go, esto no resuelve el siguiente desafío político-institucional: ¿qué entidades

podrían tomar estas decisiones, basadas en qué criterios no discrecionales,

y cómo puede este proceso provocar un avance en la rendición de cuentas y la

transparencia tanto como sea posible?

L12CCIONUS GENlSItALRS PARA I.AS I>OLlTICAS PlÍBLICAS:

RÍCI.AG10NES N'ERTICALIÍS Y IIORIKONTALES DE RENDICIÓN DE CUENTAS

Li Siguiente sección sintetiza algunas de las posibles lecciones más amplias, que

son presentadas aquí para promover una reflexión sobre los ambientes institu
cionales más propicios para la participación ciudadana en el uso y vigilancia de
los Eondos Municipales rurales. Estos puntos de la discusión están organizados
en un formato no convencional, primero cii términos de planteamientos gene

rales extraídos de las lecciones empíricas de lo que realmente pasó, seguidos
por síntesis de las tensiones analíticas encontradas y los desafíos Instltuciona-

^  otros csdiillas muy relevantes y uriginiilv» soltro los expuricnctos muiiivlpiücs cltlaponecus,
se inmblín Uur^iciu Cal y Mnyor (1993; 2IH)0) y Upui Nfonjnrdin y Rebolledo (1999).
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les resultantes que surgieron en el proceso. El punto de partida es que las pers

pectivas para la participación social y la rendición de cuentas dentro de cual

quier nivel de gobierno dependen, a su vez, de la dinámica de las relaciones in

tergubernamentales. Por consiguiente, se presentan las proposiciones que
siguen en términos de las relaciones entre: comunidad-municipalidad, munici

palidad-gobierno estatal, gobierno estatal-gobiemo federal, y gobierno federal-

Banco Mundial.

REI.ACIONIÍS COMltNlDAnKS-GO»li;KN().S .MU.NICIPALES

Planteamiento 1: Los gobiernos subinunicipales son instancias potenciales

de representación y participación ciudadana

Leccii'm

El municipio no es siempre el nivel de gobierno que está más cerca de los ciudadanos. Es común que las

comunidades fuera del centro municipal estén gobernadas por diversas instancias de autoridad submunlcipal.

Con frecuencia, la mayoría de la población que vive fuera del centro tiene ingresos más bajos, menos servicios

públicos, y una población indígena mayor.

Tensión

En algunos estados, las comunidades fuera de las cabeceras municipales eligen a sus representantes por

votación directa o en asamblea, mientras que en otros, ios representantes son designados por ei presidente

municipal. Entonces, a veces, las autoridades submunicipales representan ios Intereses de la comunidad ante tas

autoridades municipales, y, a veces, representan los Intereses del alcalde ante la comunidad. No existen

estudios de campo generallzables acerca de cuál estilo de gobierno submunitípal —desde arriba hacia abajo, o

desde abajo hacia arriba— predomina en la práctica.

Dilema instinicional

El ámbito de gobierno submunlcipal es clave para la representación de los mexicanos de más bajos Ingresos en

las áreas rurales. Sin embargo, es invisible para la mayoría de los analistas y los políticos. Formalmente, los

estructuras de las instancias submunicipales son determinadas por los gobiernos estatales, pero, en la práctica,

sus operaciones son muy variables, aun al interior de un solo estado.
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Plaiitcnmicnto 3: El grado de ccntralUocldn de poder y recursos

en Ins oubuccrns municipales rumies depende del funcionamiento

de contrapesos Insliiucionalos

Icccfd'i

Lof centros do los munltípios rurales grandes suelen monopolizar la toma de dedslones, nduyendo a la genle

que vive en pueblos mis alejados del centro, de la representación municipal y del acceso • los fondos para

combatir la p^treza. En muchos munidpios rurales, las autoridades Informan pdmero a los que viven en ta

cabecera, dando como resultado que los conflictos entre dascs y gnqios óbilcos se agraven.

Thtiidn

Dortde operan los Consejos Municipales, los representantes de las comunidades submunidpales pueden tnfMr

en la loma de decisiones sobre los fondos sodales municipales. U descentrallzatíón requiere de mecanismos

Initlludonales compensatorios, tales como consejos Incluyentes y techos finanderos en los fondos do Inversión

al Interior del centro municipal. Estos mecanismos alentaron una distribudón equitativa de fondos de combate a

la pobreza dentro de los munldplos.

PÜema tturlliiciunal

la nueva linea presupuestal nacional (el Ramo 33) no requiere que los Cotts^os Munidpaies sean Incluyentes,

ni establece limites de inversión para las cabeceras municipiles. Entonces, ¿cómo puede ser compatible el

aumento de autonomía munidpal con los esfuerzos para promover ta participación social y ta rendición de

cuentas a las comunidades subnuinidpales?

PInntuiimlenco Ln desountrnllaaolón de los programas de Invoraldn soolal

tíotiu ofuctos muy dlfercnciudus frciito n los gobiernos estatales

y mutiicipnloa

/.ccvfdn

En los estados más pobres de México, la descentralzación da más poder a k» gobiernos ertifates sin que ncce»

sarianwnle te fortalezca la capacidad Imtitutíonal. m el poder de negociación de ios gobiernes rur^ teches.

Tbnaidn

La descentralizadón hada los gobiemot estatales corre el riesgo de reproducir el centralismo en el ámbito

estatal (espedalmente donde los rangresos estatales urecen de Independencia y capacidad Instlludonoi con

respecto al Ejecutivo del estado). £1 reciente Incremento de «pacios políticos para construir coaliciones horizon

tales entre los munldplos podrfo. en el mediano plazo, crear un nuevo sistema de conirapoderes y balance de

poderes.
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Dilema instiíucümal

¿Cómo pueden los programas para combatir la pobreza promover resultados Institucionales positivos para

fortalecer las capacidades de ambos gobiernos, estatales y municipales?

Planteamiento 4: Los procesos de asignación de recursos sociales dentro de los

estados tienen sesgos urbanos

Leeeíón

Las ciudades grandes inciden en forma preponderante en la toma de decisiones sobre la distabución de

recursos hacia las áreas rurales, como ha quedado demostrado por la prioridad dada al factor de concentración

poblaclonal en las fórmulas de distribución de recursos dentro de un estado entre sus municipios, dejando en

segundo término el factor de combate a la pobreza.

Tensión

Dada la ausencia de mecanismos institucionales compensatorios para las áreas rurales, la asignación de recursos

para combatir la pobreza quedará con una tendencia básicamente urbana.

Dilema institucirmal

¿Cómo pueden los municipios rurales, con baja representación, aumentar su parte de los recursos asignados por

los gobiernos estataies?

Planteamiento 5: lia habido avances parciales hacia procesos

menos discrecionales en la asignación infraestatal de recursos

para la inversión social

Lección

El ddr2 y sus contrapartes, las agendas federales, requirieron que tos gobiernos estatales publicaran y

respetaran las fórmulas oficiales para la asignación de recursos entre municipios dentro de un estado. Ello ayudó

a evitar la politización partidista en la asignación de recursos, y contribuyó a la transparenda y rendición pública

de cuentas.

Tensión

Los gobiernos estatales publicaron sus fórmulas para la asignatíón de recursos entre los munidpios ai Interior de

cada estado, pero las Implicaciones prácticas para "quién redbió qué y por qué" no fueron claras. Además,

cuando algunos estados Incluyeron la variable de concentradón pobiadonal, desde el prindplo de la fórmula se

volvió a favorecer a las áreas urbanas. Las estrategias manejadas por fórmula reducen la discredonalldad en la

asignación de recursos, pero no garantizan acciones de combate a la pobreza.
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Dílana átstitucitmaí

Las estrategias *pco Ir^tsparencla* ion necnarlas pero no wñdentet para pramover la renrfiddn de cuentas.

¿Qué tipos de Imovadones pueden otorgar tnfonnaclOn prleüca y accesible para cqsacRar y faadtar a los con-

gresK estáte, a los gotdemos locales y a lof actores de la sociedad cMl pan promover una mayor bans-

parenda y rendlddn de cuentas por parte de los gobiernos estatales?

Relaciones ESTAOos-i'EDEttACióN

Pianteamlento 6: Cnda ves Rida, lu rencllclón de cuentas corresponde

a los congresos estatales

Lección

En la Ley de CoocdinaeiOn Fiscal, los responsables de dar transparerscla y fortalecer la rendtdán de cuentas son

los congresos estatales. Conceptualmente. «llocanibialadireccIénenlairanspartttclayrendicIdndeciMntasde

'hada ante* (de los estados d gobierno federal) a 'lado a lado* (de los efecuOm estatales a los coryesos

estteles).

IbmsdR

La ley requiere que los ccngieios el|an sus organismos de supcrvHlún per una mayoría lie dos tercios. p«a

htíttar la cooperadón y el consenso entre los partidos. La Idea es buena, pero su efleeda en los estados pebres

estaré fimilada por las debilidades InsUtudorMles de les congrases loalH.

Díkmain^tueiúaat

La nueva ley elimina la trarwpatencia y rendiddn de cuentas hada arriba antes de que existan mecawisnies pan

hacerlo de 'lado a lado*. La principal allemativa es Iransparertda y rertdidón de cuentas *de abafo hada

ante*, de los goMemos estatales a sus dudadanoi, pero este proceso tvdará en avaruar en muchos estados.

Planteamiento 7: Los polftlcaa aoolnicK nacionnlos atín no se hnn gustado

a los nuo'os csqucmo.s mita dcscuniriillsados

¿«cc^n

Actualmente las Institudones nacionales rtecesllan programas compensatorios pora actuar como contrapartes de

los pr^ramas centraHaados y de combate a la pobreza, a fin de que sean Integrados en el ámbito de los go

biernos estatales y municipales.
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Tensión

La estrategia de los Fondos Municipales fue diseñada a mediados de 1990 para promover mecanismos de

selección y participación que podían actuar en contra de la predisposición a concentrar programas en áreas

urbanas. Sin embargo, estas Innovaciones ya no son compatibles con el nuevo ambiente de política nacional.

Dilema instituciotuü

¿Qué tipo de mecanismos para dirigir los programas a las necesidades de los ciudadanos rurales en extrema po

breza son compatibles con el Incremento de autonomía en los gobiernos estatales y locales?

Planteamiento 8: La.s nonn:i.s y capacidades para el moiiitoreo y evaluación

de los fondos municipales rurales siguen siendo dóbilcs

Lección

Anteriormente, el monltoreo y evaluación de los procesos de los Fondos Municipales era débil o no existía. Los

informes a las autoridades federales se limitaban a los documentos de temrlnadón de obra o proyecto.

Thtsión

Los fondos federales descentralizados fluyen sin el beneficio de información sobre el desarrollo institucional o el

efecto real en la pobreza.

Dilema institucional

¿Todavía existe un papel para el monltoreo federal? ¿Cómo pueden los gobiernos estatales y municipales

débiles mejorar sus capacidades de monltoreo y evaluación, especialmente cuando aun las grandes agencias

federales tienen dificultades para evaluar los efectos de las Inversiones?

Relaciones gobieiino fedei<al-B/\ngo Mundial

Planteamiento 9: El Banco Mundial confió plenamente en las políticas

sociales de.scetiiraHzadas sin conocer bien su.s limitaciones y debilidades

Lección

Los proyectos descentralizados de Inversión social contienen tantos subproyectos diversos y dispersos que la

supervisión convencional del Banco Mundial no puede revelar las normas generales del desempeño de la políti

ca ni de los resultados locales. Según Las propias evaluaciones del Banco, pocos de sus proyectos priorizan y for

talecen con éxito la capacidad Institucional para instancias confiables de monltoreo y evaluación." La experien

cia de DDR1 y ddr2 no es la excepción en este aspecto.

^'óasc Worid Bank (1904b). Para discusiones pertinentes, véa.su Fo.\ (1997a; 1997b).
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Tensión

Penonal del Banco trató de alentar, en algún nivel, el monitoreo y la evaluadún, principalmente con la misma

agenda responsable para U onplemenCación del proyecto. Pero, más generalmente, pocos de los actores Instltu-

dónales tenían incentivos instltudonales para subrayar la construcdón de una capaddad de monitoreo y eva

luación autOrtoma y orientada a efectos.

Dilema institucional

Para ptodudr generalizaciones confiables sobre el desempcAo del programa de descentralízadón, se requieren

contrapartes de Inversión significativas en capaddad para monitoreo y evaluadOn. Tales inversiones serán más

eficaces si se extiertden más allá del ámbito federal e incluyen los rcdentensenle facultados gobiernos estatales,

así como Insbtuckmes no gubemamentales confiables. Estos esfuerzos requieren autonomía Instrbitíonal y el

compromiso de Hacer los resultados accesibles al público, sólo asi tendrán un Impacto confiable hada la traiB-

parenda y rendid^ de cuentas.

Planteamíeato 10; La ingeniería administrativa obtuvo pequeños logros,

pero fueron vulnerables a cambios políticos de mayor envergadura

Lección

La experiencia del ootiS sugiere que las respuestas administrativas a los retos de programas para combatir la

pobreza son vulneróles a cambios polificos no reladonodos con ellas. Asi, las Innovaciones más Importantes a

mitad de los años noventa no lonmron parte del debate púbnco ni fueron legisladas formalmente.

Tbnsíón

Las innovaciones para promover la parbclpadón soda!, la tronsparenda y la tencfidón de cuentas, no fueron

conocidas por los sectores Interesados, ni de la sociedad dvll ni del estado. Estos discretos ajustes y recomenda-

dones técnicas cercanos a las innovadones de esta política fueron eficaces en la admlnlstiadOn del combate

a la pobreza sito en el corto plazo.

Dilema ir»n'ruciemni

No es apropiado que ninguna agenda Internacional de fínandamlento porfidpe en los debates sóte la poiftica

naómal (p. ej.. el Banco Mundial). Al mismo tiempo, como fuentes de recursos, son corresponsables. Por eso.

un énfasis más consistente por parte del Banco-en el fortalecimiento Institucional de la capaddad de monitoreo

y evaluación del gobierno mexicano y de onanismos no gubemamentales podría contribuir a un debate público

más informado sobre la descentralízadón.
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CONCLUSIONES

La experiencia mexicana sugiere que la capacidad de los municipios rurales

para invertir recursos de combate a la pobreza con participación ciudadana y

rendición pública de cuentas depende de su grado de descentralización y de

mocratización interna. A causa de los altos niveles de variación en las formas

y en las capacidades de los gobiernos locales en el eampo mexicano, las valo

raciones empíricas de su desempeño son tan difíciles como escasas.

En el inicio y a mitad de la década de los años noventa, con el apoyo del

Banco Mundial, el gobierno mexicano diseñó y puso en marcha medidas para

dar énfasis a la distribución de los recursos de los Fondos Municipales en una

forma menos discrecional en los ámbitos nacional, estatal y local. Éste fue un gran
logro, pero también produjo algunos efectos opuestos en los espacios munici

pales. En algunos casos, los gobiernos locales alentaron la rendición de cuen

tas y la participación de la comunidad en pro de incrementar y consolidar el

proceso de manera sostenida e innovadora, aunque algunas de las medidas im

portantes para impulsar la participación social, como la creación de Consejos

Municipales incluyentes, así como los requisitos para enfocar y priorizar recur
sos hacia las comunidades periféricas de los municipios, se eliminaron poste

riormente en nombre de la autonomía municipal. Al mismo tiempo, este pro

grama también se arriesgó a reforzar a gobiernos locales que cumplieron con

la rendición de cuentas, algunos sumamente autoritarios, por lo menos en el

corto plazo. La hipótesis optimista plantea que aumentar los incentivos ciuda

danos presionará a los gobiernos locales para incrementar y consolidar prácti

cas democráticas, así como la rendición de cuentas, en el futuro. Esta perspec

tiva es más prometedora en el ámbito municipal que en el estatal.

El proceso de descentralización de la política social mexicana está desple

gando un nuevo y mayor debate en el contexto político, donde la reforma de las
estructuras de gobierno municipal y submunicipal rurales entraron por primera

vez en la agenda nacional. En un esfuerzo por encontrar una solución política

al conflicto de Ghiapas, el gobierno federal y una amplia gama de organiza
ciones indígenas autónomas de todo México debatieron entre 1995-1996 y es-
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tableciuroii acuerdos nacionales para reformar los gobiernos locales en áreas

indígenas, entre otros primeros pasos.^ Este proceso inédito produjo los

Acuerdos de San Andrés sobre Derechos y Cultura Indígena, los cuales recono

cieron el derecho de las comunidades indígenas para "designar libremente a

sus representantes, tanto comunitarios como en ios órganos de gobierno mu

nicipal... de conformidad con las instituciones y tradiciones propias de cada

pueblo" (Hernández Navarro y Vera, 1998, p. 71). En efecto, esta provisión am
pliaría el acercamiento que ha predominado durante mucho tiempo en Oaxa-
ca y se ha reconocido oficialmente a partir de 1995 con la reforma a la consti

tución estatal.^* Las posteriores reformas de estado en el ámbito de los
gobiernos rurales se han quedado cortas de las anteriores reformas puestas en
marcha en Oaxaca. En el ámbito nacional, el limitado alcance de la legislación

de 20Ü1 en materia de derechos indígenas también tuvo su dimensión munici

pal, porque dejó los principales retos municipalistas en manos de los gobiernos

de los estados en lugar de que se volviera a pensar el artículo 115 (López Mon-
jardin, 2001). Sin embargo, al firmar los Acuerdos, el gobierno federal recono

ció la necesidad de reformar los modelos dominantes de gobierno rural para

permitir formas más democráticas de representación oficial para los indígenas.

En conclusión, el contexto institucional para los Fondos Municipales en los
estados más pobres de México se caracteriza por el extenso surgimiento de di
versos movimientos cívicos autónomos locales y regionales, y de organizacio

nes sociales que todavía tienen que producir y consolidar cambios profundos
en las formas de gobierno estatal y local. Los diversos conflictos cívicos en el
campo persistirán hasta que las formas de gobierno estatal y local se adapten

^ Coiiíornic a una reciente rcevaluacl6n ele los dalos del censo de Mdxico llevada a cabo con la asisten

cia Ifenicadcl Banco.Mundlal.cn 1995 aproximadamcnic 9% de la población nacional de Móxico hablaba un
Idioma indígena y óseos representan una proporción alu de los que viven en pobreza cxircma en el ánihlto
rural (vda-se "Los Per/lies Indígenas", localizado en hitpyAv\vw.cicsa.s.cdu.nu/bibdl/prüycctos/1ioniu.íunil).
Véanse también Paniigldcs0994) y Embriz (199J).

Pura dar seguimiento a los debates internacionales recientes en tomo a la política indigenista del Banco
Slundial, véase la página web de la oigonUaclón civil Dnnh Iníormatlon Ccnter: htipy/www.blousa.or^mdbs/
wbg^ndigen.him.

Para detalles, véanse Hernández Navarro (1999) y Vclásquez (2000). Pora una discusión de la compa
tibilidad potencial entre el fed»alismo y los derechos Indígenas, véase Gómez (1999).
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más eficazmente a las crecientes expectativas ciudadanas para la participación

social, transparencia y rendición de cuentas. Cualquier posible solución para

este desafío institucional en el mediano plazo se puede desarrollar sólo con la

conjugación de estos elementos, a través de una convergencia mutua que re

fuerce y haga extensivo el mosaico de innovaciones locales exitosas y mediante
un ambiente nacional más propicio. Esta transición institucional más amplia

en las formas de gobierno local en el campo permanece abierta, pero su resul

tado determinará la efectividad de los instnimentos públicos descentralizados

para el combate a la pobreza.
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